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La trata de personas es una forma particularmente abusiva de la migración. En
la Declaración del Milenio, los Estados resolvieron tomar medidas para asegu-
rar el respeto de la protección de los derechos de los migrantes e intensificar sus
esfuerzos en la lucha contra la trata.

Los Principios y Directrices recomendados sobre los derechos humanos y la
trata de personas, que están incluidos como adición a mi informe al Consejo
Económico y Social (E/2002/68/Add.1), han sido desarrollados para proporcio-
nar una guía, práctica y basada en derechos, sobre la prevención de la trata de
personas y la protección de sus víctimas. Su propósito es el de promover y faci-
litar la integración de una perspectiva de derechos humanos en las leyes, políti-
cas e intervenciones contra la trata a nivel nacional, regional e internacional.

Los Principios y Directrices sirven como base y punto de referencia para el tra-
bajo del ACNUDH sobre este tema. Invito a los Estados y organizaciones inter-
gubernamentales a utilizar los Principios y Directrices en sus propios esfuerzos
para prevenir la trata y proteger los derechos de las víctimas del tráfico.

Mary Robinson
Alta Comisionada para los Derechos Humanos
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Principios recomendados sobre los derechos humanos y la trata de personas1

  La primacía de los derechos humanos

Los derechos humanos de las personas objeto de trata constituirán el centro de
toda la labor para prevenir y combatir la trata de personas y para proteger y dar
asistencia y reparación a las víctimas.
Los Estados tienen la obligación, con arreglo al derecho internacional, de actuar
con la diligencia debida para prevenir la trata de personas, investigar y procesar
a quienes la cometen y ayudar y proteger a las víctimas de ella.
Las medidas contra la trata no redundarán en desmedro de los derechos huma-
nos y la dignidad de las personas, en particular los derechos de las víctimas de
ella, ni de los migrantes, las personas internamente desplazadas, los refugiados
y quienes soliciten asilo.

  Prevención de la trata de personas

Las estrategias que apunten a prevenir la trata de personas tendrán en cuenta
que la demanda es una de sus causas fundamentales.
Los Estados y las organizaciones intergubernamentales se asegurarán de tener
en cuenta en su acción los factores que aumenten la vulnerabilidad a la trata,
entre ellos la desigualdad, la pobreza y la discriminación en todas sus formas.
Los Estados ejercerán la debida diligencia para detectar y eliminar la participa-
ción o complicidad del sector público en la trata de personas. Los funcionarios
públicos respecto de los cuales haya sospechas de estar implicados en la trata de
personas serán sometidos a investigación y proceso y, de ser condenados, su-
frirán las sanciones correspondientes.

  Protección y asistencia

Las víctimas de la trata de personas no serán detenidas, acusadas ni procesadas
por haber entrado o residir ilegalmente en los países de tránsito y destino ni por
haber participado en actividades ilícitas en la medida en que esa participación
sea consecuencia directa de su situación de tales.

__________________
1 A los efectos de los presentes Principios y Directrices, por “trata de personas”

se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción
de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de
coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de
vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener
el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de
explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la
prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios
forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre
o la extracción de órganos. Fuente: Protocolo para prevenir, reprimir, y
sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia
Organizada Transnacional (artículo 3 a)).
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Los Estados velarán por proteger a las víctimas de la trata de personas de mayor
explotación o mayores daños y por que tengan acceso a atención física y si-
cológica adecuada. La protección y la asistencia no estarán subordinadas a que
las víctimas de la trata de personas puedan o quieran cooperar en un procedi-
miento judicial.
Se proporcionará asistencia jurídica y de otra índole a las víctimas de la trata de
personas mientras duren las acciones penales, civiles o de otra índole contra
los presuntos tratantes. Los Estados darán protección y concederán permisos de
residencia temporal a las víctimas y los testigos mientras duren los procedi-
mientos judiciales.
Los niños que sean víctimas de trata de personas serán identificados como tales.
Sus intereses constituirán la consideración primordial en todo momento. Se
proporcionará asistencia y protección adecuadas a los niños víctimas de trata de
personas. Se tendrán plenamente en cuenta su vulnerabilidad, sus derechos y
sus necesidades especiales.
Tanto el Estado receptor como el Estado de origen garantizarán a las víctimas
de la trata de personas la repatriación en condiciones de seguridad (y en la me-
dida de lo posible voluntaria) y les ofrecerán alternativas jurídicas a la repatria-
ción en los casos en que sea razonable llegar a la conclusión de que ella consti-
tuiría un grave riesgo para su seguridad o la de sus familias.

  Penalización, sanción y reparación

Los Estados adoptarán las debidas medidas legislativas y de otra índole que se-
an necesarias para tipificar como delitos penales la trata de personas, los actos
que la constituyen2 y las conductas afines3.
Los Estados procederán a investigar, procesar y fallar efectivamente los casos
de trata de personas, con inclusión de sus actos constitutivos y las conductas
afines, con prescindencia de que sean cometidos o no por agentes de gobierno.
Los Estados se asegurarán de que la trata de personas, sus actos constitutivos y
los delitos conexos constituyan delitos que den lugar a extradición en virtud del
derecho interno y los tratados en la materia. Los Estados cooperarán para cer-

__________________
2 A los efectos de los presentes Principios y Directrices, se entenderá que los

“actos constitutivos” y los “delitos constitutivos” de la trata de personas
consisten en la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción
de personas mayores de 18 años de edad recurriendo a la amenaza o al uso de
la fuerza o a otras formas de coacción o engaño con fines de explotación. La
captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un menor de
18 años de edad constituyen actos constitutivos y delitos constitutivos de la
trata de niños. Fuente: Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de
personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (artículo
3 a) y c)).

3 A los efectos de los presentes Principios y Directrices, se entiende que la
conducta y los delitos “relacionados con” la trata consisten en la explotación
de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o
servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud y la
servidumbre. Fuente: Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de
personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (artículo
3 a)).
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ciorarse de que se apliquen los procedimientos debidos de extradición de con-
formidad con el derecho internacional.
Se aplicarán penas efectivas y proporcionadas a las personas naturales o jurídi-
cas que sean declaradas culpables de trata de personas o de sus delitos constitu-
tivos o conexos.
En los casos en que proceda, los Estados congelarán y decomisarán los bienes
de personas naturales o jurídicas involucradas en la trata de personas. En la me-
dida de lo posible, los bienes decomisados serán destinados a dar asistencia e
indemnizar a las víctimas de la trata.
Los Estados se cerciorarán de que las víctimas de la trata de personas tengan
acceso a recursos judiciales eficaces y adecuados.

Directrices recomendadas sobre los derechos humanos y la trata de personas

Directriz 1: Promoción y protección de los derechos humanos

Las infracciones de los derechos humanos son a la vez causa y consecuencia
de la trata de personas. Por lo tanto, es indispensable que la protección
de todos los derechos humanos ocupe un lugar central en las medidas
que se adopten para prevenir esa trata y ponerle término. Las medidas
para combatir la trata de personas no deben redundar en desmedro de
sus derechos humanos y su dignidad y, en particular, de los derechos
de quienes han sido víctimas de ella, los migrantes, las personas des-
plazadas internamente, los refugiados y quienes soliciten asilo.

Los Estados y, cuando proceda, las organizaciones intergubernamentales y
no gubernamentales, deberían considerar la posibilidad de:

Tomar disposiciones para cerciorarse de que las medidas adoptadas a fin de
prevenir y combatir la trata de personas no redunden en el desmedro de los de-
rechos o la dignidad de las personas, incluidas las que han sido víctimas de ella.
Celebrar consultas con órganos judiciales y legislativos, instituciones naciona-
les de derechos humanos y los sectores que corresponda de la sociedad civil pa-
ra la preparación, aprobación, puesta en práctica y revisión de leyes, normas y
programas de lucha contra la trata de personas.
Establecer planes nacionales de acción para poner término a la trata de perso-
nas. Este proceso debería aprovecharse para instituir vínculos y alianzas entre
las instituciones de gobierno que participen en la lucha contra la trata de perso-
nas o la prestación de asistencia a las víctimas de ella y los sectores que corres-
ponda de la sociedad civil.
Asegurarse en particular de tener sistemáticamente en cuenta la cuestión de la dis-
criminación por razones de género cuando se propongan medidas de lucha contra
la trata de personas a fin de que esas medidas no se apliquen en forma discrimina-
toria.
Proteger el derecho de todas las personas a la libertad de desplazamiento y ase-
gurarse de que las medidas contra la trata de personas no lo vulneren.
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Cerciorarse de que las leyes, las normas, los programas y las actividades de lu-
cha contra la trata de personas no afecten al derecho de todos, incluidas las
víctimas de la trata, de pedir y obtener asilo contra la persecución de conformi-
dad con las normas internacionales sobre los refugiados y mediante, en particu-
lar, la aplicación efectiva del principio de no devolución.
Establecer mecanismos para supervisar los efectos de las leyes, las normas, los
programas y las actividades de lucha contra la trata de personas en los derechos
humanos. Habría que considerar la posibilidad de asignar esta función a institu-
ciones nacionales independientes de derechos humanos en los países en que
existan. Habría que alentar a las organizaciones no gubernamentales que traba-
jan con víctimas de la trata de personas a que participaran en la observación y
evaluación de los efectos para los derechos humanos de las medidas de lucha
contra esa trata.
Presentar, en sus informes periódicos a los órganos de las Naciones Unidas que
supervisan los tratados de derechos humanos4, información detallada acerca de
las medidas que hayan adoptado para prevenir y combatir la trata de personas.
Cerciorarse de que los acuerdos de cooperación bilateral, regional e internacio-
nal y otras leyes y normas relativas a la trata de personas no afecten a los dere-
chos, las obligaciones o la responsabilidad de los Estados con arreglo al dere-
cho internacional, con inclusión de las normas de derechos humanos, el derecho
humanitario y el derecho de los refugiados.
Ofrecer asistencia financiera y técnica a los Estados y a los sectores que corres-
ponda de la sociedad civil a los efectos de formular y poner en práctica estrate-
gias de lucha contra la trata de personas sobre la base de los derechos humanos.

Directriz 2: Identificación de las víctimas de la trata de personas y de los tratantes

La trata significa mucho más que el desplazamiento organizado de perso-
nas con un fin de lucro. El factor adicional crítico que distingue la tra-
ta del contrabando de migrantes es la presencia de fuerza, coacción o
engaño en todo el proceso o en alguna etapa de él y con fines de explo-
tación. Si bien los elementos adicionales que distinguen la trata del
contrabando de migrantes pueden a veces ser evidentes, en muchos ca-
sos es difícil probarlos sin una investigación activa. De no identificarse
correctamente a una víctima de trata de personas, el resultado consis-
tirá probablemente en seguir denegándole sus derechos. Por lo tanto,
los Estados tienen la obligación de que esa identificación sea posible y
se lleve a cabo.

Los Estados también están obligados a actuar con la debida diligencia en la
identificación de los tratantes5, incluidos los que controlan o explotan a
las víctimas de la trata de personas.

__________________
4 Los órganos que supervisan los tratados de derechos humanos son el Comité

de Derechos Humanos, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la
Mujer, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, el Comité
contra la Tortura y el Comité de Derechos del Niño.



5

Los Estados y, cuando proceda, las organizaciones intergubernamentales y
no gubernamentales deberían considerar la posibilidad de:

Establecer directrices y procedimientos para las autoridades y los funcionarios
competentes del Estado, tales como los funcionarios de policía, de fronteras o
de inmigración y otros que participen en la detección, detención y recepción de
migrantes en situación irregular o en la tramitación de sus casos, a fin de permi-
tir la identificación rápida y exacta de las víctimas de trata de personas.
Impartir capacitación adecuada a las autoridades y los funcionarios competentes
del Estado en la identificación de víctimas de la trata de personas y la aplica-
ción correcta de las directrices y procedimientos a que se hace referencia en el
párrafo precedente.
Velar por la cooperación entre las autoridades, los funcionarios y las organiza-
ciones no gubernamentales competentes a fin de facilitar la identificación de las
víctimas de trata de personas y la asistencia a ellas. Esa cooperación, para que
surta los mayores efectos, debe organizarse y ponerse en práctica de manera
oficial.
Identificar centros de acción adecuados para advertir a los migrantes o posibles
migrantes de los posibles peligros y consecuencias de la trata de personas y pa-
ra recibir información que les permita pedir asistencia si la necesitan.
Cerciorarse de que las víctimas de la trata de personas no sean procesadas por
infracciones de las leyes de inmigración o por actividades en que participen
como consecuencia directa de su situación de tales.
Cerciorarse de que las víctimas de trata de personas no sean objeto, en circuns-
tancia alguna, de detención con arreglo a las normas de inmigración ni de nin-
guna otra forma de detención.
Cerciorarse de que existan procedimientos y procesos para recibir y estudiar las
solicitudes de asilo que presenten tanto víctimas de trata como de contrabando
de personas y de que se respete y haga valer en todo momento el principio de la
no devolución.

Directriz 3: Investigación, análisis, evaluación y difusión

Una estrategia eficaz y realista de lucha contra la trata de personas debe
tener como base información, experiencia y análisis fidedignos y al día.
Es esencial que todos los que participen en la formulación y aplicación
de estas estrategias comprendan claramente las cuestiones en juego y
lo sigan haciendo.

Cabe a todos los medios de comunicación un importante papel, proporcio-
nando información exacta de conformidad con los principios de ética

__________________
5 La expresión “tratante” a los efectos de los presentes Principios y Directrices,

se refiere a quienes se dediquen a la captación y el transporte de personas,
quienes ejerzan control sobre las víctimas de la trata, quienes las trasladen o
mantengan en situaciones de explotación, quienes participen en delitos
conexos y quienes obtengan un lucro directo o indirecto de la trata, sus actos
constitutivos y los delitos conexos.
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profesional, en la tarea de que se cobre cada vez más conciencia públi-
ca del fenómeno de la trata de personas.

Los Estados y, cuando proceda, las organizaciones intergubernamentales y
no gubernamentales deberían considerar la posibilidad de:

1. Adoptar y aplicar sistemáticamente la definición internacionalmente con-
venida de trata de personas que se enuncia en el Protocolo de Palermo6.
2. Sistematizar la reunión de información estadística sobre la trata de perso-
nas y los desplazamientos conexos (como el contrabando de migrantes) que
puedan tener un elemento de trata de personas.
3. Desagregar los datos relativos a las víctimas de la trata de personas según
la edad, el género, el origen étnico y otras características pertinentes.
4. Realizar, financiar y recopilar investigaciones de la trata de personas. La
investigación debe estar sólidamente fundada en principios étnicos que incluyan
la conciencia de la necesidad de no volver a traumatizar a las víctimas de la tra-
ta. La metodología y las técnicas de interpretación de la investigación deben ser
de la más alta calidad.
5. Observar y evaluar la relación entre la intención de las leyes, las normas y
las actividades contra la trata de personas y sus efectos reales y, en particular,
cerciorarse de establecer una distinción entre las medidas que efectivamente re-
ducen la trata de personas y las que no surten más efecto que el de traspasar el
problema de un lugar o un grupo a otro.
6. Reconocer la importante contribución que los sobrevivientes de la trata de
personas pueden aportar, a título estrictamente voluntario, para formular y po-
ner en práctica medidas contra la trata de personas y evaluar sus efectos.
 7. Reconocer el papel central que pueden desempeñar las organizaciones
no gubernamentales para mejorar la acción de los agentes del orden contra la
trata de personas proporcionando a las autoridades competentes información
acerca de casos y tendencias de la trata de personas y siempre que se tenga en
cuenta la necesidad de salvaguardar la privacidad de las víctimas de ella.

__________________
6 En el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas,

especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (el
Protocolo de Palermo) se define la trata de personas como “... la captación, el
transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, recurriendo a la
amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al
engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la
concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de
una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esa
explotación incluirá como un mínimo, la explotación de la prostitución ajena
u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la
esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la
extracción de órganos” (artículo 3 a)). El Protocolo agrega que la captación, el
transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un niño con fines de
explotación se considerará “trata de personas” incluso cuando no se recurra a
ninguno de los medios precedentemente enunciados (artículo 3 c)).
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Directriz 4: Establecer un marco jurídico adecuado

Se ha determinado que la falta de legislación específica o adecuada acerca
de la trata de personas a nivel nacional constituye uno de los principa-
les obstáculos en la lucha contra esa trata. Es imperiosa la necesidad
de armonizar las definiciones legales, los procedimientos jurídicos y la
cooperación judicial en los planos nacional y regional de conformidad
con las normas internacionales. El establecimiento de un marco jurídi-
co adecuado que sea compatible con las normas y los instrumentos in-
ternacionales en la materia tendrá también un papel importante en la
prevención de la trata de personas y la explotación conexa.

Los Estados deberían considerar la posibilidad de:
1. Adoptar legislación nacional o enmendar la existente de conformidad con
las normas internacionales de manera que el delito de trata de personas quede
definido con precisión en el derecho interno y haya orientación detallada acerca
de sus diversos elementos penales. Habrá que tipificar también todas las prácti-
cas comprendidas en la definición de trata de personas, como la servidumbre
por deuda, los trabajos forzados y la prostitución forzada.
2. Promulgar legislación en que se establezca la responsabilidad administrati-
va, civil y, cuando proceda, penal de las personas jurídicas, además de las per-
sonas naturales, por delitos de trata de personas. Revisar la legislación, los con-
troles administrativos y las condiciones vigentes que se refieran a la concesión
de autorización y al funcionamiento de empresas que puedan servir para encu-
brir la trata de personas como, por ejemplo, agencias de matrimonio, de empleo
o de viaje, hoteles o servicios de acompañantes.
3. Establecer en la legislación sanciones penales efectivas y proporcionales
(con inclusión de penas de reclusión que den lugar a la extradición en el caso de
personas naturales). Cuando proceda, la legislación debería establecer la impo-
sición de penas adicionales a quienes sean declarados culpables de trata de per-
sonas con circunstancias agravantes, incluidos los delitos de trata de niños o
aquellos cuyos autores o cómplices sean funcionarios del Estado.
4. Establecer en la legislación el decomiso de los instrumentos y el produc-
to de la trata de personas y delitos conexos. De ser posible, la legislación de-
bería indicar que el producto decomisado de la trata de personas sea utilizado
en beneficio de las víctimas de ella. Habría que considerar la posibilidad de
establecer un fondo de indemnización para esas víctimas y de utilizar los
haberes decomisados para financiarlo.
5. Cerciorarse de que la legislación impida que las víctimas de la trata de per-
sonas sean procesadas, detenidas o sancionadas por el carácter ilegal de su en-
trada al país o residencia en él o por las actividades en que participen como
consecuencia directa de su situación de tales.
6. Incorporar en la legislación contra la trata de personas disposiciones para
proteger a las víctimas de ella, que comprendan la protección respecto de la de-
portación sumaria o la repatriación cuando haya motivos razonables para llegar
a la conclusión de que la deportación o repatriación constituiría un gran riesgo
de seguridad para la víctima de la trata o su familia.
7. Dar protección legal a las víctimas de trata de personas que acepten volun-
tariamente cooperar con los agentes del orden y proteger su derecho a permane-
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cer lícitamente en el país de destino mientras duren las actuaciones judiciales
del caso.
8. Establecer disposiciones efectivas para que las víctimas de trata de perso-
nas reciban asistencia e información jurídicas en un idioma que entiendan, así
como asistencia social adecuada y suficiente para atender a sus necesidades in-
mediatas. Los Estados deben cerciorarse de que el derecho a esa información,
asistencia y apoyo inmediato no sea discrecional sino que esté a disposición de
todos los que hayan sido identificados como víctimas de trata de personas.
9. Establecer en la legislación el derecho de las víctimas de trata de personas
a interponer acciones civiles contra los presuntos traficantes.
10. Garantizar por ley la protección de los testigos.
11. Establecer en la ley sanciones en caso de participación o complicidad del
sector público en la trata de personas o actos conexos de explotación.

Directriz 5: Medios de hacer cumplir adecuadamente la ley

Si bien los datos indican que la trata de personas va en aumento en todas
las regiones del mundo, pocos tratantes han sido aprehendidos. Al apli-
car más eficazmente la ley se creará un desincentivo para el tratante y
ello tendrá por lo tanto un efecto directo en la demanda.

Para aplicar adecuadamente la ley a los tratantes se necesita la coopera-
ción de las víctimas de la trata de personas y de otros testigos. En
muchos casos, hay personas que no quieren o no pueden denunciar a
los tratantes o comparecer como testigos porque no tienen confianza
en la policía o en el sistema judicial o porque no hay un mecanismo
efectivo para protegerlas. Estos problemas se agravan cuando son
fuerzas del orden las que participan o son cómplices en la trata de
personas. Hay que adoptar resueltas medidas para que esa participa-
ción sea objeto de investigación, procesamiento y sanción. Asimismo
hay que hacer que los agentes del orden cobren consciencia del re-
quisito primordial de velar por la seguridad de las víctimas de la tra-
ta de personas. Esta responsabilidad incumbe al investigador y no
admite excepción.

Los Estados y, cuando proceda, las organizaciones intergubernamentales y
no gubernamentales deberían considerar la posibilidad de:

1. Hacer que las autoridades y los funcionarios encargados de hacer cumplir
la ley cobren conciencia de su responsabilidad primaria de velar por la seguri-
dad y el bienestar inmediato de las víctimas de la trata de personas.
2. Impartir a las fuerzas del orden capacitación adecuada en la investigación y
el procesamiento de casos de trata de personas. En esa capacitación hay que te-
ner en cuenta las necesidades de las víctimas de la trata de personas, en particu-
lar las de las mujeres y los niños, y reconocer la utilidad práctica de incentivos
para que las víctimas de la trata de personas y otros denuncien a los tratantes.
La participación en esa capacitación de organizaciones no gubernamentales
competentes en la materia debe ser considerada una forma de hacerla más perti-
nente y eficaz.



9

3. Dotar a los agentes del orden de facultades y técnicas de investigación ade-
cuadas para hacer posible la investigación y el procesamiento efectivos de los
presuntos tratantes. Los Estados deben alentar y apoyar el establecimiento de
procedimientos proactivos de investigación en los que no se dependa excesiva-
mente del testimonio de la víctima.
4. Establecer unidades especiales de lucha contra la trata de personas (inte-
gradas por mujeres y hombres) a fin de promover la competencia y la profesio-
nalidad.
5. Garantizar que el tratante sea y siga siendo el objeto principal de las estra-
tegias de lucha contra la trata de personas y que la acción coercitiva en la mate-
ria no exponga a la víctima al riesgo de ser sancionado por delitos cometidos
como consecuencia de su situación.
6. Poner en práctica medidas para que las operaciones de “rescate” no vulne-
ren aún más los derechos y la dignidad de las víctimas de la trata de personas.
Esas operaciones deben llevarse a cabo únicamente después de haber estableci-
do procedimientos apropiados y adecuados para atender a las necesidades de las
víctimas cuya libertad se obtenga de esa manera.
7. Hacer que la policía, los fiscales, las autoridades de fronteras, inmigración
y judiciales y los asistentes sociales y el personal de salud pública cobren con-
ciencia del problema de la trata de personas e impartirles formación especiali-
zada para detectar casos de esta trata, combatirla y proteger los derechos de las
víctimas.
8. Tomar las disposiciones adecuadas para proteger a cada una de las víctimas
de la trata de personas en el curso de la investigación y el proceso y, posterior-
mente, cuando su seguridad lo haga necesario. Un programa adecuado de pro-
tección puede consistir en algunos de los siguientes elementos o en todos ellos:
determinación de un lugar seguro en el país de destino, acceso a asesoramiento
jurídico independiente, protección de la identidad en el curso de los procesos
judiciales, determinación de las opciones para permanecer en el país, ser re-
asentado o ser repatriado.
9. Alentar a los agentes del orden a trabajar en colaboración con las organiza-
ciones no gubernamentales a fin de que las víctimas de la trata de personas re-
ciban el apoyo y la asistencia necesarios.

Directriz 6: Asistencia y protección a las víctimas de la trata de personas

No es posible romper el ciclo de la trata de personas sin prestar atención a
los derechos y las necesidades de las víctimas. Hay que dar asistencia y
protección adecuados a todas las víctimas de la trata de personas sin
discriminación.

Los Estados y, cuando proceda, las organizaciones intergubernamentales y
no gubernamentales, deberían considerar la posibilidad de:

1. Cerciorarse, en cooperación con las organizaciones no gubernamentales, de
que se ofrezca alojamiento seguro y adecuado que atienda a las necesidades de
las víctimas de trata de personas. Ello no debe estar subordinado en que las
víctimas estén dispuestas a rendir testimonio en un proceso penal. Las víctimas
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de la trata de personas no deben ser recluidas en centros de detención para in-
migrantes, otros centros de detención o refugios para personas sin hogar.
2. Cerciorarse, en asociación con las organizaciones no gubernamentales, de
que las víctimas de la trata de personas tengan acceso a atención primaria de sa-
lud y a atención sicológica. No debe exigirse a las víctimas de la trata de perso-
nas que acepten esa atención o asistencia ni obligarlas a hacerse análisis para
determinar si padecen enfermedades, incluido el VIH/SIDA.
3. Cerciorarse de que se informe a las víctimas de la trata de personas de que
tienen derecho a ponerse en contacto con representantes diplomáticos y consu-
lares del Estado de su nacionalidad. Hay que impartir al personal de embajadas
y consulados formación adecuada para que atienda a las necesidades de infor-
mación y asistencia de esas víctimas. Estas disposiciones no serían aplicables a
las víctimas de la trata de personas que pidieran asilo en el país.
4. Cerciorarse de que los procedimientos judiciales en que tomen parte las
víctimas de trata de personas no redunden en desmedro de sus derechos, su dig-
nidad ni su bienestar físico o sicológico.
5. Dar a las víctimas de la trata de personas asistencia letrada o de otra índole
en relación con las acciones penales, civiles o de otra índole contra los tratantes
o quienes las hayan explotado. Debe darse a las víctimas información en un
idioma que entiendan.
6. Proteger efectivamente a las víctimas de la trata de personas de daños,
amenazas o actos de intimidación por parte de los tratantes y personas asocia-
das a ellos. A estos efectos, no debería revelarse en público la identidad de las
víctimas de la trata de personas y habría que respetar y proteger su privacidad
en toda la medida de lo posible, teniendo en cuenta al mismo tiempo el derecho
de los acusados a un juicio imparcial. Habría que advertir plenamente y con an-
telación a las víctimas de la trata de personas de las dificultades que entraña
proteger su identidad y no habría que dejar que se formaran expectativas falsas
o poco realistas en cuanto a las posibilidades de los agentes del orden a este
respecto.
7. Disponer el regreso en condiciones de seguridad y, de ser posible volunta-
rio, de las víctimas de la trata de personas y estudiar la opción de que residan en
el país de destino o la de reasentarlos en un tercer país en ciertas circunstancias
especiales (para impedir represalias o en casos en que se considere probable
que vuelvan a ser objeto de trata, por ejemplo).
8. En colaboración con las organizaciones no gubernamentales, hacer que se
proporcione a las víctimas de la trata de personas que regresen a sus países de
origen la asistencia y el apoyo necesarios a los efectos de su bienestar, de facili-
tar su integración social y de prevenir que sean objeto nuevamente de trata de
personas. Habría que adoptar medidas para proporcionar a las víctimas de la
trata de personas que regresan a sus países atención médica y sicológica, vi-
vienda y servicios de enseñanza y empleo adecuados.
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Directriz 7: Prevención de la trata de personas

Las estrategias que apunten a prevenir la trata de personas deben tener en
cuenta que la demanda constituye una causa fundamental. Los Estados
y las organizaciones internacionales deben también tener en cuenta los
factores que aumentan la vulnerabilidad a la trata de personas, entre
ellas la desigualdad, la pobreza y la discriminación y los prejuicios en
todas sus formas. Una estrategia eficaz de prevención debe tener como
base la experiencia adquirida e información fidedigna.

Los Estados, en colaboración con las organizaciones intergubernamentales
y no gubernamentales y, cuando proceda, aprovechando los programas
y las políticas de cooperación para el desarrollo, deberían considerar la
posibilidad de:

1. Analizar los factores que crean demanda de servicios de comercio sexual y
de trabajo en condiciones de explotación y adoptar firmes medidas legislativas,
normativas y de otra índole para hacer frente a estos problemas.
2. Establecer programas que ofrezcan distintas maneras de ganarse la vida,
entre ellos educación básica, capacitación y alfabetización, especialmente para
mujeres y otros grupos que han estado tradicionalmente en situación de desven-
taja.
3. Dar mayores oportunidades educacionales a los niños y aumentar la matrí-
cula escolar, especialmente de niñas.
4. Cerciorarse de que los posibles migrantes, especialmente las mujeres, sean
debidamente informados de los riesgos de la migración (explotación, servidum-
bre por deudas y cuestiones de salud y seguridad como la exposición al
VIH/SIDA, por ejemplo) así como de las posibilidades existentes de emigrar en
forma legal y en condiciones que no sean de explotación.
5. Preparar campañas de información para la población en general con miras
a promover una mayor conciencia de los peligros que entraña la trata de perso-
nas. En esas campañas hay que dar a conocer las complejas circunstancias que
rodean la trata de personas y las razones por las cuales una persona puede adop-
tar decisiones potencialmente peligrosas en cuanto a la migración.
6. Revisar y modificar las normas que puedan obligar a trabajadores a mi-
grar en condiciones irregulares y vulnerables. Este proceso debería incluir un
examen de los efectos que surten para la mujer la legislación represiva o dis-
criminatoria en materia de nacionalidad, propiedad, inmigración, emigración
y mano de obra migratoria.
7. Estudiar medios de dar mayores oportunidades para la migración de traba-
jadores en forma legal y remunerada y en condiciones que no sean de explota-
ción. El fomento de la migración laboral por parte del Estado debe depender de
la existencia de los mecanismos de regulación y supervisión para proteger los
derechos de los trabajadores migratorios.
8. Dar mayor capacidad, como medida preventiva, a los agentes del orden pa-
ra detener y enjuiciar a quienes participan en la trata de personas. Para ello hay
que cerciorarse de que esos agentes cumplan a su vez las obligaciones que la
ley les impone.
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9. Adoptar medidas para reducir la vulnerablidad cerciorándose de que todas
las personas puedan obtener certificados en regla de nacimiento, ciudadanía y
matrimonio.

Directriz 8: Medidas especiales para la protección y la asistencia a los niños víctimas
de trata de personas

El daño físico, sicológico y sicosocial que sufren en especial los niños objeto
de trata y su mayor vulnerabilidad a la explotación hacen necesario un
tratamiento separado del previsto para los adultos víctimas de trata de
personas en las leyes, las normas, los programas y la acción. Los mejo-
res intereses del niño deben constituir una consideración primordial en
todas las medidas relativas a las víctimas de trata de niños, sean adop-
tadas por instituciones públicas o privadas de bienestar social, tribuna-
les, autoridades administrativas u órganos legislativos. Las víctimas de
la trata de niños deben recibir asistencia y protección adecuadas y hay
que tener plenamente en cuenta sus derechos y necesidades especiales.

Los Estados, cuando proceda, y las organizaciones intergubernamentales y
no gubernamentales deberían considerar, además de las medidas indi-
cadas en la directriz 6, las siguientes:

1. Cerciorarse de que las definiciones de trata de niños que se adopten tanto
en la legislación como en la política tengan en cuenta su necesidad de salva-
guardias y atención especiales, con inclusión de una protección legal adecuada.
En particular, y de conformidad con el Protocolo de Palermo, los elementos de
engaño, fuerza u otras formas de coacción, etc., no deben formar parte de la de-
finición de la trata cuando la víctima sea un niño.
2. Establecer procedimientos para la rápida identificación de las víctimas de
trata de niños.
3. Cerciorarse de que las víctimas de la trata de niños no sean objeto de pro-
cedimiento o de acciones penales o delitos relacionados con su situación como
tales.
4. En los casos en que los niños no estén acompañados de familiares o tuto-
res, adoptar medidas para identificar y localizar a familiares. Tras proceder a
una evaluación del riesgo y consultar con el niño, habría que tomar medidas pa-
ra facilitar la reunión de las víctimas de trata de niños con sus familias cuando
se considere que ello redunde en su beneficio.
5. En los casos en que el regreso del niño a su familia en condiciones de se-
guridad no sea posible o no redunde en su beneficio, establecer disposiciones
adecuadas de atención que respeten sus derechos y su dignidad.
6. En las situaciones a que se hace referencia en los párrafos precedentes,
asegurar que el niño que pueda formarse su propia opinión tenga el derecho de
expresarla libremente en todas las cuestiones que le afecten, especialmente res-
pecto de las decisiones acerca de su posible regreso a su familia y ponderar de-
bidamente esas opiniones de conformidad con la edad y la madurez del niño.
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7. Adoptar programas y normas especializados para proteger y ayudar a las
víctimas de trata de niños. Hay que proporcionar a los niños asistencia física,
sicosocial, jurídica, educacional, de vivienda y de salud adecuada.
8. Adoptar las medidas necesarias para proteger los derechos y los intereses
de las víctimas de trata de niños en todas las etapas de los procesos penales
contra los presuntos autores y en los procedimientos para obtener una indemni-
zación.
9. Proteger, según proceda, la privacidad y la identidad de las víctimas de tra-
ta de niños y tomar medidas para que no se difunda información que pueda ser-
vir para identificarlos.
10. Adoptar medidas para impartir capacitación adecuada y apropiada, espe-
cialmente legal y sicológica, a quienes trabajen con víctimas de la trata de ni-
ños.

Directriz 9: Acceso a recursos

Las víctimas de la trata de personas, en su calidad de víctimas de infrac-
ciones de los derechos humanos, tienen derecho en el plano internacio-
nal a recursos adecuados y apropiados. Sin embargo, ese derecho no
siempre está efectivamente a su disposición porque suelen carecer de
información acerca de las posibilidades y los mecanismos para obtener
una reparación, incluida una indemnización, en casos de trata de per-
sonas y actos conexos de explotación. Para rectificar este problema
habría que proporcionar a las víctimas de trata de personas asistencia
jurídica y asistencia material de otra índole para que puedan materia-
lizar su derecho a recursos adecuados y apropiados.

Los Estados y, cuando proceda, las organizaciones intergubernamentales y
no gubernamentales deberían considerar la posibilidad de:

1. Cerciorarse de que las víctimas de la trata de personas tengan y puedan
hacer valer su derecho a recursos justos y adecuados, con inclusión de los me-
dios para la rehabilitación más completa posible. Esos recursos podrán ser de
índole penal, civil o administrativa.
2. Proporcionar información y asistencia jurídica y de otra índole para que
las víctimas de la trata de personas tengan acceso a esos recursos. Los proce-
dimientos para ello deberán estar claramente explicados en un idioma que
puedan entender.
3. Tomar disposiciones para que las víctimas de trata de personas permanez-
can en condiciones de seguridad en el país en que se interponga el recurso
mientras dure el procedimiento penal, civil o administrativo.



14

Directriz 10: Obligaciones del personal de mantenimiento de la paz, de policía civil,
humanitario y diplomático

La participación directa o indirecta de personal de mantenimiento de la
paz, consolidación de la paz, policía civil, humanitario o diplomático
en la trata de personas plantea problemas especiales. Los Estados y las
organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales son res-
ponsables por los actos de quienes trabajan bajo su autoridad y tienen
por lo tanto la obligación de adoptar medidas eficaces para prevenir
que sus nacionales y empleados realicen actividades de trata de perso-
nas o actos conexos de explotación. Tienen asimismo la obligación de
investigar minuciosamente todas las denuncias de trata de personas o
actos conexos de explotación y establecer y aplicar sanciones adecua-
das a quienes sean declarados culpables de haber participado en ella.

Los Estados y, cuando proceda, las organizaciones intergubernamentales y
no gubernamentales deberían considerar la posibilidad de:

1. Cerciorarse de que los programas de capacitación previos y posteriores al
despliegue para todo el personal de mantenimiento de la paz, consolidación de
la paz, policía civil, humanitario o diplomático tengan debidamente en cuenta la
cuestión de la trata de personas y enuncien claramente el comportamiento que
se espera de él. La capacitación debe prepararse desde el punto de vista de los
derechos humanos y estar a cargo de instructores con experiencia adecuada.
2. Cerciorarse de que los procedimientos de reclutamiento, colocación
y traslado (incluso para contratistas y subcontratistas privados) sean estrictos y
transparentes.
3. Cerciorarse de que el personal empleado en el contexto de misiones de
mantenimiento de la paz, consolidación de la paz, policía civil, humanitarias o
diplomáticas no realicen actividades de trata de personas o actos conexos de
explotación ni utilice los servicios de personas respecto de las cuales haya mo-
tivos suficientes para sospechar que puedan haber realizado actividades de trata
de personas. Esta obligación comprende también la complicidad en la trata de
personas mediante la corrupción o la asociación a una persona o un grupo de
personas respecto de los cuales puede haber sospechas razonables de que se de-
diquen a la trata de personas o a actos conexos de explotación.
4. Formular y aprobar reglamentos y códigos de conducta especiales en que
se indiquen las normas de comportamiento previstos y las consecuencias de su
incumplimiento.
5. Exigir que todo el personal empleado en el contexto de misiones de mante-
nimiento de la paz, consolidación de la paz, policía civil, humanitarias o di-
plomáticas denuncie los casos de trata de personas y actos conexos de explota-
ción que lleguen a su conocimiento.
6. Establecer mecanismos para la investigación sistemática de todas las de-
nuncias de trata de personas y actos conexos de explotación relativas a personas
empleadas en el contexto de misiones de mantenimiento de la paz, consolida-
ción de la paz, policía civil, humanitarias o diplomáticas.
7. Imponer sistemáticamente las sanciones penales, civiles y administrativas
que procedan al personal respecto del cual se demuestre que ha participado o ha
sido cómplice en actividades de trata de personas o actos conexos de explota-
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ción. Las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales deberían,
en los casos en que procediera, imponer sanciones disciplinarias a sus funciona-
rios respecto de los cuales se determine que han participado en actividades de
trata de personas y actos conexos de explotación además y en forma separada
de las sanciones penales o de otra índole que imponga el Estado de que se trate.
No se podrán hacer valer los privilegios e inmunidades que tenga un empleado
para protegerlo de la imposición de sanciones por delitos graves como la trata
de personas y los delitos conexos.

Directriz 11: Cooperación y coordinación entre Estados y regiones

La trata de personas es un fenómeno regional y mundial al que no siempre
se puede hacer frente eficazmente a nivel nacional; una acción nacional
más resuelta puede muchas veces no tener más efecto del que los tra-
tantes trasladen sus operaciones a otro país. Puede caber a la coopera-
ción internacional, multilateral y bilateral un importante papel en la
lucha contra la trata de personas y esa cooperación es particularmente
importante entre países en que tengan lugar distintas etapas del ciclo
de la trata de personas.

Los Estados y, cuando proceda, las organizaciones intergubernamentales y
no gubernamentales deberían considerar la posibilidad de:

1. Aprobar acuerdos bilaterales que apunten a prevenir la trata de personas,
proteger los derechos y la dignidad de sus víctimas y promover su bienestar.
2. Ofrecer, bilateralmente o por conducto de organizaciones multilaterales,
asistencia técnica y financiera a los Estados y a los sectores de la sociedad civil
que corresponda a los efectos de promover la formulación y aplicación de estra-
tegias de lucha contra la trata de personas basadas en los derechos humanos.
3. Preparar tratados regionales y subregionales sobre la trata de personas, uti-
lizando el Protocolo de Palermo y las normas internacionales pertinentes de de-
rechos humanos como base y marco.
4. Aprobar acuerdos de migración laboral que incluyan principios mínimos,
modelos de contrato, medios de repatriación, etc., de conformidad con las nor-
mas internacionales vigentes. Se insta a los Estados a que hagan cumplir efecti-
vamente todos esos acuerdos a fin de ayudar a eliminar la trata de personas y
actos conexos de explotación.
5. Establecer acuerdos de cooperación para facilitar la rápida identificación
de las víctimas de trata de personas, con inclusión de la difusión y el intercam-
bio de información acerca de su nacionalidad y lugar de residencia.
6. Establecer mecanismos para facilitar el intercambio de información acerca
de los tratantes y su modus operandi.
7. Establecer procedimientos y protocolos para la realización conjunta de in-
vestigaciones proactivas por los agentes del orden de los distintos Estados de
que se trate. Como reconocimiento de la utilidad de los contactos directos,
habría que instituir la transmisión directa de solicitudes de asistencia entre las
autoridades locales competentes a fin de que se atendiera rápidamente a esas
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solicitudes y de promover el establecimiento de relaciones de cooperación a ni-
vel práctico.
8. Instituir la cooperación judicial entre Estados en las investigaciones y los
procesos judiciales relativos a la trata de personas y delitos conexos, especial-
mente mediante metodologías comunes de procesamiento e investigaciones
conjuntas. La cooperación debería incluir la asistencia a los efectos de identifi-
car y entrevistar testigos teniendo debidamente en cuenta su seguridad, encon-
trar, obtener o preservar pruebas y preparar y notificar los documentos judicia-
les necesarios para obtener pruebas y la comparecencia de testigos, así como
asistencia para hacer cumplir los fallos.
9. Cerciorarse de que las autoridades del Estado requerido tramiten sin demo-
ra indebida las solicitudes de extradición por delitos relativos a la trata de per-
sonas.
10. Establecer mecanismos de cooperación para el decomiso del producto de la
trata de personas. La cooperación debería incluir la prestación de asistencia pa-
ra encontrar, detectar, congelar y decomisar bienes relacionados con la trata de
personas y actos conexos de explotación.
11. Intercambiar información y experiencias acerca de la ejecución de progra-
mas de asistencia, retorno e integración con miras a que surtan los mayores
efectos y tengan la mayor eficacia.
12. Alentar y facilitar la cooperación entre las organizaciones no gubernamen-
tales y otras organizaciones de la sociedad civil en los países de origen, tránsito
y destino. Ello reviste particular importancia para prestar apoyo y asistencia a
las víctimas de la trata de personas que sean repatriadas.


